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			PREMISAS EPISTEMOLÓGICAS. LA LIBERTAD RELIGIOSA EN LAS SOCIEDADES MULTICULTURALES CONTEMPORÁNEAS

			Cabe constatar un aumento de la presencia de la religión en el mundo, cuya influencia pública y relevancia social son cada vez más significativas. Esa constatación contradice la tesis secularista, en realidad profundamente eurocéntrica, que pronosticaba su desaparición1, cuando menos en el Viejo Continente, y que da lugar a la llamada «excepción europea». Según ésta, los procesos acelerados de modernización científica y tecnológica, el tránsito de sociedades agrarias a industriales y postindustriales, conduce derecha e inevitablemente a la reducción, sin duda muy apreciable, de la inseguridad existencial, la cual ha constituido el tradicional caldo de cultivo de las religiones2.

			Ciertamente, el fortalecimiento del Estado ha hecho que éste sustituya o desplace, en buena medida, a las confesiones en las tareas que desempeñaban en materias como la educación, la sanidad o la asistencia social, lo que ha supuesto, por lo menos en Europa, una privatización de la esfera de actuación de aquéllas, las cuales se han visto confinadas a administrar los medios de salvación y la práctica de los ritos propios del culto en un ambiente social marcadamente materialista, competitivo y, en consecuencia, más bien contrario o ajeno a sus principios.

			Además, el predominio de una visión negativa acerca de las religiones se atribuye en Europa al recuerdo traumático de la resistencia ofrecida por aquéllas a los valores surgidos de la Ilustración, en particular, a los derechos humanos; por su connivencia frecuente con regímenes autoritarios; y, asimismo, dada su habitual negativa al reconocimiento y aceptación de los avances y progresos científicos y tecnológicos.

			En verdad, la hegemonía del individualismo, la extensión del espíritu crítico y la propia globalización de la economía de mercado incitan a que se produzca una liberación de las estructuras grupales y un cuestionamiento o impugnación de los dogmas y reglas tradicionales que predican las comunidades religiosas organizadas3.

			Todo ello contribuye a explicar por qué, al menos en Europa, a diferencia de lo que sucede en otras partes del mundo, se observa un acelerado apartamiento de las personas de esas formas de religiosidad institucionalizadas, hecho éste que discurre en paralelo al creciente interés por profundizar en nuevas formas de espiritualidad, de carácter individualista e intimista, ahondando en las eternas preguntas sobre el sentido de la vida, las relaciones con los demás y la búsqueda de respuestas metafísicas en relación con el sufrimiento y la muerte4. Se demuestra así, cómo el distanciamiento con respecto a esas formas de religiosidad tradicionales5, no afecta, sin embargo, a un sentimiento firmemente arraigado en la naturaleza humana y en todas las culturas. Así, hechos imprevisibles, tal que la crisis para la salud pública, causada por la difusión mundial de la epidemia de coronavirus, en 2020, reactivó expresiones y prácticas religiosas abandonadas, ocultas o adormecidas, en respuesta a una contingencia de dimensiones, hasta ese momento, desconocidas. De ese modo, a la clara conciencia de vulnerabilidad y finitud del ser humano, se contrapuso la verdad y certeza emanada de la experiencia religiosa, a la cual se vino a recurrir en solicitud de consuelo e intermediación6. Desde entonces, el empleo de medios digitales, expresivos de la extraordinaria transformación tecnológica que experimenta, hoy, el mundo, ha contribuido a extender entre las generaciones más jóvenes, una nueva forma de comunicación y difusión de las creencias, que, adaptada a la «sociedad de la información», establece vínculos renovados entre las personas y lo sagrado, en relación con propósitos que van más allá de la realización material individual y que entrañan, a veces, un impulso transformador de carácter colectivo.

			A su vez, esa trascendencia mayor alcanzada por la religión en el mundo, es debida a la expansión misionera, muy importante en América, Asia y África; continentes en los que se ha dirigido, de modo preferente, a los amplios sectores de población más vulnerables, que sufren la pobreza y la exclusión social7. Y lo ha hecho a través de un proceso de inculturación, de integración mutua con los distintos colectivos humanos, insistiendo primordialmente en la educación.

			Así mismo, la radicalización fundamentalista de algunas religiones ha implicado una instrumentalización política del potencial de violencia incorporada a muchas de ellas, que ha motivado que conflictos profanos de origen se interpreten también en clave religiosa. Y es que es un hecho cierto que los procesos de descolonización y la globalización, entendida ésta como imposición uniformizadora de la cultura y el estilo de vida occidentales, han generado, en determinados sectores sociales de algunos países, un profundo desarraigo que ha propiciado la invocación de la religión como elemento de reafirmación de la, a su juicio, amenazada identidad colectiva8.

			Y, en no menor medida, hay que aludir necesariamente a la importancia extraordinaria adquirida por el notable incremento del fenómeno migratorio, que ha tornado a sociedades antaño homogéneas en sociedades multiculturales, en las que el elemento religioso se ha revelado muy importante, avalando un supuesto derecho de las minorías, a veces de origen extranjero, a conservar y ver respetada su cultura9.

			Dicho esto, la pregunta que hemos de hacernos es: ¿qué función ha de desempeñar la religión en el Estado constitucional contemporáneo? Un Estado que no precisa de legitimación trascendente alguna, que tiene una fundamentación profana o secular, ligado a la razón natural y a la garantía de los derechos universales de la persona y que, a tal fin, establece la separación entre el poder civil y el religioso. Un Estado que, de forma no menos evidente, se ve impactado por la relevancia de las religiones, lo que le obliga a situar a la libertad de pensamiento, conciencia y religión en el centro de su atención, como canal o soporte de recepción y tratamiento de la problemática y los desafíos que tal hecho suscita10.

			Es ésta una libertad fundamental que ha de ser garantizada en ese nuevo contexto, si bien partiendo de la afirmación necesaria del carácter laico o neutral (aconfesional) del Estado, el cual está llamado a asegurar la igual libertad de todos, para lo que requiere el conocimiento de sus expectativas y necesidades. A esos efectos, una regulación desarrollada por los poderes públicos sólo se revelará justa si se adopta permitiendo la «formación democrática de la voluntad constituida deliberativamente» (dialógicamente, con todas las partes interesadas, cuya participación habrá de ser reconocida)11. Ello requerirá prestar también atención a las «razones religiosas», las cuales, al no estructurar, ya, a la sociedad en su conjunto, tal que antaño, y haberse liberado de connotaciones políticas, deberán ser, no obstante, «traducidas» a «razones seculares», universalmente admisibles por todos, incluyendo aquí a los ciudadanos no religiosos12.

			No en vano, el Estado ha de mostrarse abierto a las aportaciones que la religión puede ofrecer a la sociedad y a la política. Como se observa en las luchas alentadas a favor de los derechos (particularmente los de carácter social o prestacional), en las acciones a favor de la inclusión de las minorías, en las iniciativas emprendidas contra las distintas formas de injusticia y tiranía, en la protección de la naturaleza y el medio ambiente, o en las actuaciones promovidas en atención a los vulnerables y excluidos. Y es que es un hecho incontrovertible que muchos movimientos sociales, reclamantes de unas más dignas condiciones de vida, poseen raíces o motivaciones religiosas. Ayudan a construir una ética ciudadana y refuerzan los valores y principios del Estado constitucional en el marco de un mundo globalizado, construido desde la lógica exclusiva del mercado y, por tanto, muy necesitado de aquéllos13.

			Desde esa perspectiva, el principio de la separación Iglesia-Estado, al interpretarse de modo demasiado estricto, ha sido, quizá, exagerado. Sin duda, el Estado democrático debe ser neutral ante las distintas visiones particulares del mundo, pero ha de reconocer y admitir a la religión como actor en la vida pública. Así, ha de ser consciente de que muchas propuestas religiosas refuerzan sus fines, viniendo a contribuir a la obtención o conquista de las metas que se ha trazado.

			De ahí que haya de promoverse un «aprendizaje complementario», favorable a la inclusión y no a la exclusión de las comunidades religiosas, que supere un entendimiento de la modernidad en clave rígidamente secularista, el cual es profundamente limitado y eurocéntrico, ya que considera a la religión una especie de reliquia premoderna, arcaica, a superar o desterrar, que no ha de ser tenida en cuenta, lo cual la realidad social desmiente cotidianamente. Es, pues, necesario que la comunidad política se abra a las aportaciones que hacen las religiones, siempre y cuando aquéllas sean aceptables, en tanto que no cuestionen los valores y principios universalistas sobre los que dicha estructura de poder público descansa.

			Por eso, como con razón indica, una vez más, Habermas, desde el Estado secular hemos de transitar al Estado postsecular, que aprecia y valora la relevancia del factor religioso en la interpretación de los conflictos globales, y que acepta la presencia en el espacio deliberativo público de las iglesias y comunidades, más sin tener por ello que asumir o identificarse con sus postulados. Es pues, necesaria la cooperación entre ciudadanos religiosos y seculares, lo que requiere liberarnos de los prejuicios y viejos esquemas mentales del pasado, arraigados en un paradigma interpretativo que es menester superar14.

			Ciertamente, las concepciones religiosas han de tener su sitio en la democracia deliberativa, contribuyendo a suplir o colmar su «déficit motivacional», en las tareas de defensa y promoción de los derechos, a fin de reforzarlas. Sin duda, las ideas de justicia, deber, responsabilidad, dignidad, conciencia global y solidaridad, que poseen una clara vinculación con la tradición religiosa, contribuyen a una mejor construcción y desarrollo del Estado constitucional15.

			La razón pública no puede renunciar al proceso de aprendizaje complementario con respecto a las aportaciones que realiza la religión. Ambas deben correlacionarse en un marco intercultural, a fin de construir un consenso mundial en torno a una ética pública común a todos.

			Asumiendo esas premisas epistemológicas y contando con la profunda renovación de los planes de estudio que ha supuesto la implantación del Espacio Europeo de Educación Superior, varios profesores universitarios pertenecientes a áreas de conocimiento diferentes, aunque complementarias, como son el Derecho Constitucional y el Derecho Eclesiástico del Estado, hemos pretendido ofrecer una visión panorámica de la relación que se establece entre el Derecho y el fenómeno religioso, la cual aspira a ser de interés y utilidad, no sólo para nuestros alumnos, sin duda su destinatario primordial, sino para cualquier lector interesado.

			José M.ª Porras Ramírez
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			LECCIÓN 1

			LA LIBERTAD RELIGIOSA COMO DERECHO FUNDAMENTAL, EN PERSPECTIVA ESTATAL, INTERNACIONAL Y EUROPEA

			José María Porras Ramírez

			Catedrático de Derecho Constitucional

			de la Universidad de Granada.

			Catedrático Jean Monnet de Derecho Constitucional Europeo

			1. RECONOCIMIENTO Y GARANTÍA MULTINIVEL. OBJETO ESPECÍFICO DEL DERECHO

			En el marco de la Unión Europea, todo derecho considerado fundamental goza de tres niveles básicos de protección y garantía, que aparecen referidos a ámbitos diferentes, aunque complementarios, de aplicación. Así, en primer lugar, hallamos el nivel conformado por los mecanismos internos de tutela que se establecen en las Constituciones de cada uno de los Estados miembros. En segundo lugar, encontramos el que dispone el Derecho Internacional, en general, y, en el continente, el fijado por el Convenio Europeo de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, en particular. Y, en tercer lugar, hay que referirse al nivel propiamente comunitario, que, contemporáneamente, se funda en lo estipulado en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

			Se parte, pues, de la premisa de que el reconocimiento efectivo de la libertad de pensamiento, conciencia y religión, cualquiera que sea la forma que presente su declaración normativa, es común a todos los Estados miembros de la Unión Europea, por lo que es en éstos donde tal derecho encuentra una primera forma de aseguramiento. Su incorporación mimética a los textos de las Constituciones se explica atendiendo a razones de emulación recíproca, en torno a modelos matriciales, de gran proyección y relevancia, entre los que destacan las principales declaraciones internacionales de derechos. A su vez, la constante labor desarrollada por la jurisprudencia, tanto ordinaria, como constitucional, de tales Estados, se une, en pro de la construcción de líneas interpretativas comunes, a los esfuerzos realizados, en este mismo sentido, por el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo. Todo ello ha contribuido a homogeneizar el sentido y alcance que merece, siquiera sea en consideración a su contenido esencial, la protección de este cualificado derecho. Se avala así la existencia de una tradición constitucional compartida, que expresa un acervo común de criterios informadores de las legislaciones nacionales, en la tutela de aquél. Dicha tradición supone el aseguramiento de la igual libertad de profesar y manifestar cualquier clase de ideas y creencias, por parte de los individuos y colectivos sociales, sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. Tal libertad conlleva, de forma necesaria, la prohibición de obligar a nadie a declarar acerca de sus contenidos; o de ocasionar discriminación alguna por su causa. Es por eso por lo que, a modo de garantía objetiva, la misma implica, habitualmente, una cualificada exigencia de neutralidad del poder público ante sus diversas expresiones.

			1.1. El ámbito constitucional interno

			Así, la Constitución Española, aun imprimiendo un diferente acento a la regulación que establecen los textos internacionales, se hace partícipe de ese patrimonio europeo común en materia de derechos, manifestando, de forma conjunta, su deseo de proteger, plenamente, «la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y de las comunidades» (art. 16.1). Parece, de ese modo, que reconociera, sirviéndose de una fórmula compleja, un solo y mismo derecho, cuando, en realidad, si se atiende a las referencias normativas adicionales que incorpora, a fin de contribuir a su más completa definición, está declarando dos, de carácter autónomo, y rango igualmente fundamental. Éstos no son otros, según insiste en señalar una constante jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que la libertad ideológica y la libertad religiosa, respectivamente. Tal distinción (por otra parte, acorde con la especificación de Ortega y Gasset, según la cual «las ideas se tienen; en las creencias se está») no impide admitir el estrecho vínculo que media entre ambos derechos, el cual se revela en la existencia de indudables analogías en la conformación de su régimen jurídico. Esa relación es fruto, principalmente, de su común surgimiento histórico, en el curso del proceso de lucha por la tolerancia y la secularización en Occidente, contexto cultural propiciatorio del establecimiento mismo del Estado constitucional. De ahí que la Norma Fundamental extienda a ambas libertades la interdicción de establecer discriminaciones por su causa (art. 14 CE), prohibiendo, a su vez, cualquier suerte de constricción que obligue a declarar acerca de sus contenidos (art. 16.2 CE).

			Pero no es, ni en la exigencia de laicidad, aconfesionalidad o neutralidad del Estado, ni, siquiera, en la alusión expresa a las confesiones (art. 16.3 CE), donde cabe encontrar un fundamento que, en su caso, avale la regulación específica de la libertad de creencias, ya que de la propia Constitución se infiere, de manera simultánea, tanto un deber proporcional de neutralidad ideológica del poder público (STC 5/1981), como una referencia, también, explícita, a las «comunidades» que articulan la dimensión colectiva e institucional de la libertad de concebir y manifestar toda suerte de convicciones. Es, así, que la única habilitación que, legítimamente, se halla, a fin de permitir que el legislador opte, si tal es su deseo, por atribuir un régimen jurídico diferenciado a la garantía de la libertad religiosa y de culto, reside en el polémico mandato programático, dirigido a los poderes públicos, en orden a que, teniendo en cuenta las creencias de la sociedad española, mantengan las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás confesiones (art. 16.3, in fine, CE).

			Insistiendo así, más en las diferencias que en las similitudes, en atención, en parte, a su diferente objeto específico, pese a aceptar la común pertenencia a un mismo genus, que no es otro que esa libertad de pensamiento y de conciencia, a la que se refieren los textos internacionales, el Tribunal Constitucional ha contribuido a singularizar los contenidos de ambos derechos, definiendo, de un lado, a la libertad ideológica, como «la facultad individual de adoptar una determinada posición intelectual ante la vida y cuanto le concierne, y a representar o enjuiciar la realidad según sus personales convicciones» (STC 120/1990). De ese modo, ha subrayado que tal libertad implica el derecho a escoger o elaborar un sistema o cosmovisión, más o menos coherente, de ideas y concepciones de la existencia («Weltanschauung»), desde el que interpretar el mundo y la sociedad en la que se vive, en términos políticos, filosóficos y morales, de acuerdo con las propias preferencias, lo que implica la consiguiente garantía de inmunidad. Al tiempo, esa libertad, de índole intelectual, conlleva, necesariamente, una dimensión externa de agere licere, esto es, el simultáneo derecho, igualmente asegurado, frente a los poderes públicos, aunque, también, en el ámbito de las relaciones entre particulares, de manifestar esas ideas y convicciones, libremente, mediante conductas, actitudes o «comportamientos simbólicos» (negativa a saludar a la bandera, ostentar emblemas o símbolos, rechazar o destruir elementos u objetos representativos oficiales…), siempre y cuando éstos no se expresen mediante el lenguaje, hablado o escrito, lo que los encuadraría, más bien, en el derecho fundamental específico a la libertad de expresión [art. 20.1.a) CE]. Y todo ello sin perjuicio de las consecuencias sancionadoras que puedan derivarse de la posible antijuridicidad de este tipo de manifestaciones, las cuales pueden consistir, por ejemplo, en daños infligidos a las personas o a bienes públicos o privados.

			Por otra parte, la libertad religiosa y de culto posee un objeto de rasgos característicos propios y, en consecuencia, diferenciados, al definirse en relación con un fenómeno que, igualmente, la Constitución no entra a considerar en sí mismo, esto es, atendiendo a la valoración que pueda merecer su contenido. Éste alude a un conjunto de creencias y prácticas, tanto individuales como sociales, relativas (religadas) a lo sagrado, en general, y a lo trascendente o divino, en particular (STC 46/2001); a un cuerpo de doctrinas y ritos que presenta, habitualmente, como idea central, la confianza en su ser supremo, digno de veneración, a quien se atribuyen rasgos y cualidades sobrenaturales. Esa dimensión constitutiva escapa a toda posibilidad de aprehensión y tratamiento jurídico por parte de un Estado que, al autoproclamarse laico o aconfesional, en realidad «neutral» (art. 16.3 CE), resulta, por definición, ajeno e incompetente para entrar a conocer de ella, en garantía de la libertad fundamental a que da lugar. Ello supone renunciar a cualquier tentativa de adoctrinamiento o restricción infundada, con lo que garantiza, así, la libre e igual formación y expresión de las creencias, y el consiguiente derecho a ordenar la propia vida individual y social con arreglo a aquéllas, sin más limitaciones que las estrictamente orientadas al mantenimiento del orden público protegido por la ley. Al Estado sólo le incumbe la protección de la elección individual que entraña el ejercicio del derecho, en lo que se refiere a la asunción o el abandono de ciertas creencias religiosas. E impedir toda forma de compulsión por parte de los poderes públicos o de terceros, manifestada mediante la imposición o la represión de aquéllas (STC 24/1982). Al tiempo, le compete garantizar la facultad de conducirse conforme a ellas y a no ser obligado a actuar en su contra, asegurando, en todo caso, el derecho a exteriorizarlas y a hacer a los demás partícipes de su existencia (STC 141/2000).

			De ahí que, en síntesis, tal y como se deduce del artículo 2.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, los poderes públicos deberán contraerse, de un lado, a proteger la existencia de un ámbito de libertad interior, reservado a la esfera íntima del individuo, que se refiere a la facultad irrestricta que al mismo se le reconoce para formar autónomamente sus propias convicciones personales en materia religiosa. Y, de otro, les corresponderá regular lo que, entrando, de manera efectiva, dentro de su esfera de atribuciones propias, requiere, más precisamente, de su intensa acción normativa, ordenando aquellas actividades de las personas y de las confesiones que, individual o asociadamente, poseen una finalidad religiosa, al tiempo que una evidente repercusión social. Así, de acuerdo con una lectura atenta de la Constitución Española, ha de afirmarse que no existe un derecho común, aplicable a las comunidades ideológicas y a las confesiones religiosas, por no ser la libertad que invocan estas últimas un tipo o especie de la libertad de ideas, sino un derecho autónomo, de ese modo dispuesto en la Norma Fundamental. En evitación de un entendimiento reduccionista de la libertad religiosa, en el contexto del Estado social y democrático de derecho, que busca optimizar la interpretación de los derechos y libertades fundamentales, en todas sus dimensiones, el legislador reconoce la distinta personalidad de las libertades de ideas y de creencias, materializándola en un diverso y especializado régimen jurídico.

			En consecuencia, la Ley Orgánica de Libertad Religiosa acoge tales exigencias, fundándose en esa orientación constitucional, demandante de un tratamiento específico. Aquélla determina así, con carácter general, el singular estatus que poseen, tanto las confesiones, propiamente dichas, como las entidades religiosas a ellas vinculadas, disponiendo un conjunto de medidas orientadas a promover la cooperación del Estado con aquéllas a fin de mejorar las condiciones de ejercicio del derecho que ya poseen y disfrutan, merced a su reconocimiento constitucional, eliminando los obstáculos que, en su desarrollo, pudieran encontrar. Así, expresando esa voluntad específica, la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, deja fuera de su ámbito de protección «las actividades, finalidades y entidades relacionadas con el estudio y experimentación de los fenómenos psíquicos o parapsicológicos, o la difusión de los valores humanísticos o espiritualistas, u otros fines análogos, ajenos a los religiosos» (art. 3.2). Tal mandato no supone su marginación, ni su consideración negativa, sino la constatación de su distinto carácter, merecedor de un tratamiento propio, en atención a su singularidad, al amparo, en su caso, de otro u otros derechos fundamentales. Otro tanto sucede, también, destacadamente, con el ateísmo y el agnosticismo, más bien referibles a la libertad ideológica, al no guardar relación con el ámbito de las creencias, sino con el de las convicciones, al representar ideas, ya contrarias, ya indiferentes, ante el hecho religioso, que nada tienen que ver con las manifestaciones positivas del mismo que aquel derecho fundamental protege. La libertad religiosa garantiza así el derecho a tener o a no tener creencias religiosas, pero hecha esta última elección, que conlleva el derecho a no ser obligado a poseerlas, se agota aquí, esto es, en la pura negatividad, no amparando, por tanto, el derecho a albergar otras convicciones e ideas, y a declararlas, emprendiendo actividades coherentes con esa opción, libremente adoptada, contraria o ajena al hecho religioso, las cuales se verán, en todo caso, amparadas por otros derechos fundamentales, como pueden ser las libertades de ideas, de expresión, de reunión o de asociación, según cuáles sean sus diferentes manifestaciones.

			1.2. El ámbito internacional, con especial referencia al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales

			El nivel interno o constitucional de garantía de los derechos se articula, de manera necesaria, con los mecanismos de protección internacional dispuestos en favor de aquéllos. Así se observa, particularmente, en nuestro continente, en relación con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, también conocido como Convenio de Roma, al que el Reino de España se adhiere en 1979, conforme a lo dispuesto en el artículo 94 CE, reconociendo la jurisdicción del Tribunal asociado al mismo. Dicho tratado, de forma muy similar a como procede la Declaración Universal de Naciones Unidas, reconoce en su artículo 9.1 que «toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión», atribuyendo a este derecho un contenido y manifestaciones, en buena medida, análogos a los que aparecen desarrollados en el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según el cual «este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones, individual o colectivamente, en público o en privado, por medio de la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos». Se trata, por tanto, de una norma que comprende, dado su carácter genérico, la tutela conjunta de las libertades ideológica y religiosa, al atribuirse a la voz convicciones un significado omnicomprensivo de ambas. Así, al igual que entendiera el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, se llega a la conclusión de que tal derecho «protege las convicciones teístas, no teístas y ateas, así como el derecho de no profesar ninguna religión o convicción». A su vez, el artículo 14, estrechamente ligado a aquél, prohíbe, entre otras, cualquier forma de discriminación por razón de etnia, religión o convicciones. Además, el artículo 2 del Protocolo I, incorporado a dicho Convenio, vincula el derecho en cuestión a la libertad de enseñanza.

			De esta forma, el Convenio de Roma viene a suponer la fijación de un estándar mínimo y común de protección subsidiaria de estas libertades, que es necesario poner en relación con el Derecho interno de los Estados signatarios de aquél, del cual actúa como «canon interpretativo», ex artículo 10.2 CE, propiciando una «mejor identificación del contenido de los derechos» reconocidos constitucionalmente (STC 64/1991). La particularidad y eficacia de tal sistema de garantía estriba en que dispone un triple mecanismo de tutela de los derechos, que se manifiesta en los informes de los Estados, en las demandas interestatales, y en las demandas individuales, formuladas por los particulares, que son nacionales de los Estados miembros. A modo de eficaz complemento, diversas recomendaciones y resoluciones de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, dictadas en referencia al conjunto de derechos objeto de comentario, pretenden realizar una labor orientativa de su interpretación, destacando así, entre otras, dignas de mencionarse, las dedicadas a la tolerancia religiosa (1202/1993), a las sectas (1178/1992 y 1412/1999), a la relación que ha de mediar entre religión y democracia (196/1999), y a la protección de los derechos humanos en relación con la religión y las creencias y la protección de las comunidades religiosas de la violencia (128/2013). Además, a ellas se añaden distintas convenciones marco, que inciden, también, directa o indirectamente, en el ámbito de desarrollo y aplicación de las libertades expresadas, como son los casos de la Convención cultural europea de 19 de diciembre de 1954, o la Convención marco para la protección de las minorías nacionales, de 1 de febrero de 1995.

			Teniendo en cuenta todos estos elementos, la jurisprudencia emanada del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en ejecución del referido artículo 9 y preceptos concordantes, ha contribuido, de manera muy notable, a la determinación del contenido, las manifestaciones legítimas y los límites que presenta la libertad de pensamiento, conciencia y religión. Tal libertad se liga estrechamente al artículo 14 del Convenio, precepto éste que prohíbe expresamente la discriminación, esto es, el trato desigual injustificado y no razonable, por motivos, entre otros, de carácter religioso (Sentencia sobre el Asunto Izzetin Dogan y otros contra Turquía, de 26 de julio de 2016) o étnico-religioso (Sentencia acerca del Asunto Allouche v. Francia, de 11 de abril de 2024). Además, el artículo 2 del Protocolo I, incorporado al Convenio, vincula el derecho en cuestión a la libertad de enseñanza, a fin de subrayar el derecho de los padres a que el Estado, en el ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y la enseñanza, respete su voluntad asegurando que dichos cometidos se desarrollen de conformidad con sus convicciones y creencias. Se ha llegado, así, a la conclusión de que, al afectar esta libertad a las más profundas convicciones y creencias humanas, se ha de referir, indistintamente, en su consideración básica o esencial, a creyentes y no creyentes, extendiéndose, tanto al fuero interno de la persona, en cuyo caso la misma se considera irrestricta, como a sus adecuadas formas de expresión, pública y privada. De este modo, en la Sentencia que resuelve el Asunto Kokkinakis contra Grecia, de 25 de mayo de 1993, se afirma, de modo concluyente, que tal libertad afecta a la identidad de todo ser humano, amparando la concepción de la vida y de la existencia que cualquiera tenga. De ahí que constituya un bien precioso, también, para ateos, agnósticos, escépticos e indiferentes. Es por ello por lo que constituye una de las bases sobre las que se asienta la convivencia pluralista en una sociedad democrática, haciéndola merecedora, como subrayó la Sentencia sobre el Asunto Otto Preminger Institut contra Austria, de 20 de septiembre de 1994, de una adecuada protección, habida cuenta de su relevancia y extensa implantación social. Eso explica por qué, llegado el caso, pueda, incluso, motivar la concesión de asilo, una vez constatada la persecución que se sufre por su causa (Sentencia referida al Asunto F.G. contra Suecia, de 23 de marzo de 2016). No obstante, en la actualidad, la protección de la libertad de pensamiento, conciencia y religión de los migrantes, solicitantes de protección internacional, no alcanza a todos los supuestos en los que estos se ven afectados. Así, un Estado miembro sólo será condenado, en el caso de que expulse a un extranjero a un Estado en el que no se respeta la libertad religiosa si, al tiempo, ello conlleva el riesgo cierto de que aquél se vea sometido a torturas o a penas o tratos inhumanos o degradantes, conforme dispone el artículo 3 del Convenio (Sentencia sobre el Asunto Z y T contra el Reino Unido, de 28 de febrero de 2006).

			De todos modos, la doctrina jurisprudencial más minuciosa y exhaustiva, dictada hasta el presente, en lo que a este derecho se refiere, afecta a su vertiente o dimensión religiosa, dada su mayor proyección pública, que provoca una más frecuente litigiosidad. Así, de forma particular, desde 1993, fecha de su primera resolución específicamente dedicada a la materia, el Tribunal ha entendido que aquélla implica, tal y como resume la Sentencia recaída en el Asunto Buscarini y otros contra San Marino, de 18 de febrero de 1999, la libertad de adherirse, o no, a unas determinadas creencias, y a practicarlas, o no, sin constricción o compulsión externa alguna que pueda forzar a ello. Es así que el Estado, como se determinó en la Sentencia alusiva al Asunto Alexandridis contra Grecia, de 21 de febrero de 2008, no puede decidir lo que debe creer una persona, ni adoptar medidas coercitivas para que manifieste sus creencias, ni obligarla a actuar en consonancia con las mismas o con su ausencia, ni a discriminarla en razón a ellas, particularmente, aunque no sólo, ya sea en el ámbito educativo (Sentencia acerca del Asunto Karaduman contra Turquía, de 3 de mayo de 1993), ya en el desempeño del correspondiente puesto de trabajo (Sentencia sobre el Asunto Eweida y otros contra el Reino Unido, de 15 de enero de 2013). De ahí que el Estado tampoco deba forzar el cambio de creencias, como se determinó en la Sentencia que pone fin al Asunto Ivanova contra Bulgaria, de 12 de abril de 2007; ni siquiera indirectamente, al permitir, haciendo dejación de su posición de garante, que miembros de colectivos vulnerables, que profesan creencias distintas, se vean expuestos a una situación continua e indeseada de proselitismo religioso (Sentencia sobre el Asunto Loste contra Francia, de 3 de febrero de 2023). Tampoco debe expresar opiniones acerca de su legitimidad, investigarlas, arrojar dudas sobre su sinceridad (salvo en casos excepcionales, esto es, cuando no las considera propiamente como tales, atendiendo a sus características más bien formales o externas, referidas a su «seriedad, contundencia, cohesión e importancia»: Sentencia sobre el Asunto De Wilde contra los Países Bajos, de 2 de diciembre de 2021); adoctrinar acerca de aquéllas cuya difusión considere más convenientes o llegar a estimarlas un dato a tener en cuenta para individualizar el trato que un ciudadano recibirá por parte de los poderes públicos, como se dispone, respectivamente, entre otras, en la Sentencia vinculada al Asunto Kosteski contra Macedonia, de 13 de abril de 2007, en la ya citada del Asunto Alexandridis, y en las decisiones referidas a la admisibilidad de los recursos promovidos por CJ, JJ y EJ contra Polonia, de 16 de enero de 1996, Sofianopoulos y otros contra Grecia, de 12 de diciembre de 2002 y Stavropoulos contra Grecia, de 25 de junio de 2020. De todo ello se deriva, como vino a entender, ya tempranamente, la Sentencia relativa al Asunto Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen contra Dinamarca, de 7 de diciembre de 1976, y reitera, entre otras muchas, la Sentencia referida al Asunto Vergos contra Grecia, de 24 de junio de 2004, la necesidad de asegurar la neutralidad, aconfesionalidad o laicidad del Estado, que, en ningún supuesto, debe creerse legitimado para imponer, ni el seguimiento de unas creencias concretas, ni su prohibición, ni, tampoco, sus formas válidas de manifestación, debiendo limitarse a garantizar, objetivamente, la libertad de autodeterminación, interna y externa, tanto individual como colectiva, correspondiente. Como consecuencia de su deber de neutralidad, el Estado contrae unas obligaciones negativas, no debiendo interferir en el ejercicio del derecho reconocido en el artículo 9 de la Convención, incurriendo, de lo contrario, en responsabilidad. Así, por mencionar supuestos acaecidos que han sido objeto de la jurisprudencia de Estrasburgo, los Estados miembros se abstendrán de adoptar sanciones penales o administrativas (Sentencia sobre el Asunto Korostelev contra Rusia, de 12 de mayo de 2020), o de acordar el despido o la no renovación de un contrato por haber ejercido el mencionado derecho (Sentencia acerca del Asunto Kokkinakis contra Grecia, de 25 de mayo de 1993). Tampoco deberán desarrollar una presión psicológica, a través de sus funcionarios, sobre personas psicológicamente vulnerables, para inducirlas al abandono de sus creencias (Sentencia sobre el Asunto Mockuté contra Lituania, de 27 de febrero de 2018); ni obstaculizarán, recurriendo a la policía, las tareas de proselitismo religioso que emprendan los miembros de una confesión (Sentencia del Asunto Boychev y otros contra Bulgaria, de 27 de enero de 2011; Sentencia acerca del Asunto Nasirov y otros contra Azerbaiyán, de 20 de febrero de 2020), hasta el punto de llegar a expulsar del país a sus misioneros (Sentencia sobre el Asunto Corley y otros contra Rusia, de 23 de noviembre de 2021) o a descalificar ciertos cultos (Sentencia sobre el Asunto Touchev y otros contra Bulgaria, de 13 de diciembre de 2022); prohibiendo sus publicaciones (Sentencias acerca de los Asuntos Milshteyn v. Rusia y Sinitsyn y Alekhin v. Rusia, de 31 de enero de 2023). Asimismo, evitarán disolver organizaciones religiosas de manera no justificada ni proporcional (Sentencia sobre el Asunto Testigos de Jehová y otros contra Rusia, de 10 de junio de 2010; Sentencia sobre el Asunto Iglesia de la Cienciología de Moscú y otros contra Rusia, de 4 de diciembre de 2021); no denegarán la autorización, el reconocimiento o la aprobación solicitada por las confesiones para facilitar el ejercicio pleno del derecho fundamental que les asiste (Sentencia del Asunto Iglesia Metropolitana de Besarabia y otros contra Moldavia, de 13 de diciembre de 2001; Sentencia sobre el Asunto Organización Religiosa Cristiana de Testigos de Jehová contra Armenia, de 22 de febrero de 2022), aun cumpliendo con los requisitos legalmente establecidos, por decisión arbitraria de su Parlamento (Sentencia sobre el Asunto Antigua Asociación Religiosa del Báltico Romuva contra Lituania, de 8 de junio de 2021); no rechazarán la concesión a una comunidad religiosa del estatus de religión específica, cuando esa negativa pueda generar a aquélla problemas y dificultades relevantes (Sentencia sobre el Asunto Izzettin Dogan y otros contra Turquía, de 26 de julio de 2016); no promulgarán una ley aparentemente neutral que permita a los poderes públicos intervenir directamente en una disputa entre confesiones (Sentencia acerca del Asunto Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara y otros contra Bulgaria, de 22 de enero de 2009); no interferirán las autonomía organizativa y funcional de las comunidades religiosas (Sentencia sobre el Asunto Chipre contra Turquía, de 10 de mayo de 2001); no prohibirán la importación y distribución de libros religiosos, por considerarlos hostiles o contrarios a las enseñanzas de otras confesiones establecidas (Sentencia sobre el Asunto Comunidad Religiosa de Testigos de Jehová contra Azerbaiján, de 20 de febrero de 2020; Sentencia acerca del Asunto Yefimov y Youth Human Rights Group contra Rusia, de 7 de diciembre de 2021), y no usarán en documentos oficiales expresiones peyorativas contra organizaciones religiosas, con menoscabo evidente del ejercicio de su libertad de creencias (Sentencia del Asunto Leela Förderkreis e.V. y otros contra Alemania, de 6 de noviembre de 2008; Sentencia sobre el Asunto Centro de Sociedades para la Conciencia de Krishna en Rusia contra Rusia, de 23 de noviembre de 2021). Subyace, así, claramente a esta jurisprudencia la constatación de que, en una sociedad democrática, en la que coexisten en una misma población distintas opciones de fe, el Estado ha de permanecer neutral e imparcial a fin de preservar y no interferir el pluralismo de las creencias y con ello el desenvolvimiento mismo de la propia democracia constitucional (Sentencia sobre el Asunto Iglesia Metropolitana de Besarabia y otros contra Moldavia, de 13 de diciembre de 2001). Así, en relación con la enseñanza, la jurisprudencia de Estrasburgo reconoce el deber que poseen los Estados de garantizar que el diseño de los currículos escolares se base en criterios objetivos y científicos, evite el adoctrinamiento religioso de los alumnos y no tenga por qué adaptarse a las creencias y tradiciones religiosas de los padres, so pena de dañar el proceso de integración e inclusión social que la escuela ha de promover, especialmente en relación con los alumnos de origen extranjero (Sentencia del Asunto Osmanoglu y Kocabas contra Suiza, de 10 de enero de 2017). Los Estados habrán así de resistirse, en aras de salvaguardar la neutralidad que debe presidir el desarrollo de la función educativa, a las pretensiones de acomodar los contenidos de los programas de enseñanza oficiales a las concretas opciones de fe secundadas por los progenitores de los alumnos. De lo contrario los poderes públicos harán dejación de sus competencias y responsabilidades, convirtiendo cualquier enseñanza institucionalizada en un propósito impracticable (Sentencias sobre los Asuntos Folgero y otros contra Noruega, de 29 de junio de 2007; Hasan y Eulem Zengin contra Turquía, de 9 de octubre de 2007; y A.R. y L.R. contra Suiza, de 18 de enero de 2018). En consecuencia, se ha de convenir en que el artículo 9 de la Convención no da derecho a los seguidores de una determinada confesión religiosa a negarse a permitir que sus hijos reciban una enseñanza escolar que pueda ser contraria a sus creencias (Sentencia sobre el Asunto Wunderlich contra Alemania, de 10 de enero de 2019), sino que sólo prohíbe que el Estado adoctrine a los alumnos por medio de dicha enseñanza (Sentencia sobre el Asunto A.R y L.R. contra Suiza, de 10 de diciembre de 2017). Aun así, en ocasiones, el Estado deberá superar una mera posición de abstención y no interferencia, en aras de preservar su neutralidad, como se indica en la Sentencia referida al Asunto Refah Partisi y otros contra Turquía, de 13 de febrero de 2003, debiendo adoptar medidas positivas efectivas, de carácter promocional, para remover los obstáculos que dificultan la realización plena del derecho a aquellos individuos y colectivos que, siendo titulares de aquél, así se lo demandan. Por tanto, los poderes públicos habrán de reconocer el derecho a exteriorizar tales creencias o convicciones, a través de vías legítimas, a título personal o asociadamente, brindando, en este último caso, de requerírseles, a ese fin, tal y como señalan las Sentencias resolutorias de los Asuntos Iglesia Metropolitana de Besarabia y otros contra Moldavia, de 13 de diciembre de 2001 y Delegación de Moscú del Ejército de Salvación contra Rusia, de 5 de octubre de 2006, el correspondiente reconocimiento de su personalidad jurídica, necesaria para asegurar, tanto su autonomía interna, como su capacidad de libre actuación, en el marco del ordenamiento estatal vigente, sin establecer distinciones arbitrarias ni discriminatorias entre las confesiones, tal como, en este último supuesto, determina la Sentencia conclusiva del Asunto Iglesia católica de Canea contra Grecia, de 16 de septiembre de 1997. Al tiempo, los poderes públicos habrán de garantizar, según entiende la Sentencia que pone fin al Asunto Manoussakis y otros contra Grecia, de 29 de agosto de 1996, y reitera, entre otras, la Sentencia referida al Asunto Nobokikh y otros contra Rusia, de 31 de enero de 2023, el derecho que poseen las confesiones, y demás entidades a ellas vinculadas, a la prestación de la necesaria asistencia a sus fieles y a la utilización de lugares de culto y reunión, a la conmemoración de sus festividades y a la libre elección de sus ministros de culto; además de permitirles la práctica de la enseñanza y el proselitismo, siempre y cuando ello no comporte, tal y como subraya el Tribunal de Estrasburgo, en la resolución del Asunto Larissis y otros contra Grecia, de 24 de febrero de 1998, la lesión injustificada de otros derechos y principios fundamentales, igualmente reconocidos, como la libertad de expresión (Sentencia acerca del Asunto Giniewski contra Francia, de 31 de enero de 2006); conlleve la incitación al odio, a la violencia o al crimen (Sentencias sobre los Asuntos Gündüz contra Turquía, de 4 de diciembre de 2003 y Lenis v. Grecia, de 31 de agosto de 2023); implicando, a su vez, en relación a las actividades de las sectas, como explicita la Sentencia referida al Asunto Leela Förderkreis e.V. y otros contra Alemania, de 6 de noviembre de 2008, el uso de amenazas, coacciones o abusos, de cualquier índole. En todo caso, los límites al derecho en cuestión, dispuestos en el artículo 9.2 del Convenio, habrán de interpretarse, restrictivamente, por lo que deberán resultar proporcionales, exigiéndose su oportuna previsión legal, la demostración de su carácter necesario en una sociedad democrática y la correspondiente valoración del carácter adecuado de sus fines legítimos (Sentencia sobre el Asunto Svyato-Mykhaylisvska Parafiya contra Ucrania, de 14 de junio de 2007). Las autoridades estatales deberán así demostrar que no existen otros medios para alcanzar el fin propuesto que interfieran menos en la realización del derecho fundamental (Sentencia referida al Asunto Centro Bíblico de la República de Chuvashia contra Rusia, de 12 de junio de 2014).

			De todos modos, la conveniencia de conjugar las garantías contempladas en el Convenio, con la atención a las peculiaridades propias de cada ordenamiento estatal, con el que aquél ha de interactuar de modo necesario, ha dado lugar a la formulación de la doctrina del margen de apreciación, que viene afectando, de manera muy directa, entre otras, a la consideración de las libertades de pensamiento, conciencia y religión. Dicha doctrina, que, en referencia particular a la libertad de creencias, fue expuesta, por vez primera, en la Sentencia relativa al Asunto Kalaç contra Turquía, de 23 de junio de 1997, ha llevado al Tribunal de Estrasburgo a reconocer a las autoridades nacionales, dada su mayor proximidad a las necesidades sociales, una considerable capacidad, ya para determinar el alcance y la intensidad de sus relaciones con las comunidades religiosas (Sentencia sobre el Asunto Cha’are Shalom Ve Tesedek contra Francia, de 27 de junio de 2000), ya para apreciar, en salvaguardia del interés público, la concurrencia de circunstancias que hacen necesario adoptar ciertas medidas restrictivas de las manifestaciones que puede alcanzar la libertad de referencia. Ciertamente, en Europa no existe un único sistema que determine las relaciones que ha de establecer el Estado con las confesiones, sino que se aprecian varios modelos constitucionales al respecto (Sentencia sobre el Asunto Sindicatul «Pastorul cel Bun» contra Rumanía, de 9 de julio de 2013). En concreto, a juicio del Tribunal de Estrasburgo, cabe observar la presencia de tres, todos ellos compatibles con el artículo 9 de la Convención, en tanto que no cuestionan, sino que efectivamente reconocen y garantizan a todas las personas, siquiera sea en su contenido esencial, la libertad fundamental expresada en el mencionado precepto. Tales modelos son: a) el presente en aquellos Estados que reconocen una Iglesia oficial o de Estado, dotada de un estatuto constitucional especial; b) el que establece una completa separación entre el Estado y las organizaciones religiosas; c) y el que dispone la existencia necesaria de relaciones de cooperación del Estado con las confesiones: modelo éste predominante en la mayoría de los países signatarios. La negativa, reiteradamente manifestada por el Tribunal, a considerar a ninguno de esos modelos como el más adecuado o conforme con el Convenio, al insistir en su incompetencia para imponer a un Estado demandado forma alguna de relación con las diversas comunidades religiosas existentes en su territorio (Sentencia sobre el Asunto Izzettin Dogan y otros contra Turquía, de 26 de julio de 2016), conduce derecha e inevitablemente a la adopción de la mencionada doctrina del margen de apreciación estatal. Se renuncia, de ese modo, a establecer una concepción uniforme en la materia, lo que redunda en detrimento de una aplicación más intensa de los instrumentos internacionales de protección dispuestos. Por el contrario, se opta por acoger una diversidad de situaciones, elección ésta que pretende ser respetuosa con la identidad o tradición constitucional de los Estados; mas sin dejar de insistir en la definición de unos elementos comunes, que todos ellos han de respetar en tanto que inherentes al contenido esencial del derecho. Así, en relación al modelo confesional, Estrasburgo ha exigido que, cuando menos, contenga salvaguardias específicas de la libertad religiosa de las personas que no pertenecen a la Iglesia oficial, las cuales no podrán ser individualmente discriminadas por ello, hasta el punto de llegar a ser sancionadas penalmente por mantener actitudes o expresar opiniones discrepantes (Sentencia sobre el Asunto Tagiyev y Huseynov contra Azerbaijan, de 5 de diciembre de 2019); o a prohibírseles la formación de asociaciones políticas por el hecho de su vínculo con una minoría religiosa (Sentencia referida al Asunto Mestan v. Bulgaria, de 2 de mayo de 2023). Y, además, requiere que nadie sea obligado a formar parte, o se le prohíba abandonar dicha Iglesia de Estado (Sentencia sobre el Asunto Asatrúarfelagio contra Islandia, de 18 de septiembre de 2012). En cualquier caso, buena parte de las demandas que han llevado a aplicar esa doctrina afectan a Estados signatarios cuyo modelo constitucional afirma la completa separación entre el Estado y las comunidades religiosas. En este sentido, en los últimos años, sobre todo, desde que, en aplicación del margen de apreciación el Tribunal Europeo de Derechos Humanos resolviera, mediante Sentencia, el Asunto Dahlab contra Suiza, de 15 de febrero de 2001, se ha estimado que la laicidad del Estado, proclamada como principio fundamental en las Constituciones de varios de los países firmantes del Convenio de Roma, puede erigirse, legítimamente, en freno específico a la libre manifestación de las creencias en los espacios públicos, a fin de preservar la debida neutralidad de los mismos, en aras de garantizar el pluralismo, la diversidad, la convivencia y la paz social. Efectivamente, tal y como la jurisprudencia de Estrasburgo ha subrayado, el artículo 9 de la Convención no protege todo acto motivado o inspirado por una opción de fe religiosa, ni garantiza el derecho a comportarse en la esfera pública de la forma que dicta o inspira un concreto sistema de creencias o convicciones (Sentencia del Asunto Kalaç contra Turquía, de 1 de julio de 1997) Tal doctrina, ha venido así a convalidar la prohibición del empleo de vestuario de carácter religioso, cuando se demuestra que éste limita o atenta contra la seguridad pública (Decisión sobre la admisibilidad de la demanda en el Asunto El Morsli contra Francia, de 4 de marzo de 2008, Sentencia sobre el Asunto S.A.S. contra Francia, de 1 de julio de 2014, que confirma la validez de la ley francesa que prohíbe el velo integral o «burka» en los espacios públicos, en aras de preservar la convivencia o, por el mismo motivo, la Sentencia que valora el Asunto Becalcemi y Oussar contra Bélgica, de 11 de julio de 2017, que convalida la ley belga que prohíbe el velo que cubre el rostro de una mujer o «niqab»). También se ha recurrido a dicha doctrina, en atención deferente a ese mismo marco constitucional, para confirmar la prohibición acordada por las autoridades estatales cuando éstas han entendido que dicho vestuario afecta negativamente al desarrollo de la enseñanza, en particular, en relación con el uso del velo islámico, por parte de los alumnos y profesores, en los centros educativos de carácter público, doctrina que ha sido reiterada en la resolución de los Asuntos Karaduman contra Turquía y Bulut contra Turquía, ambos de 3 de mayo de 1993, y Leyla Sahin contra Turquía, de 10 de noviembre de 2005. Sin embargo, de modo opuesto, en el Asunto Lautsi y otros contra Italia, de 18 de marzo de 2011, la Gran Sala del Tribunal recurre, también, a la «doctrina del margen de apreciación», si bien para reafirmar, de forma polémica, la validez de la legislación de un Estado que permite la presencia de símbolos religiosos estáticos, considerados pasivos, como los crucifijos en las escuelas públicas, al entender que dicha exposición no supone un factor activo de adoctrinamiento de los alumnos, sino la mera expresión de una secular tradición cultural, ampliamente aceptada entre la población.

			En este sentido, el Tribunal ha insistido, muy a menudo, en que los Estados gozan de un amplio margen de apreciación, particularmente en el ámbito educativo, a la hora de determinar restricciones o prohibiciones de vestuario y simbología religiosa. A ese respecto, ha alegado que no existe una concepción uniforme en Europa acerca del significado que debe poseer la religión en la sociedad, careciéndose, por tanto, de una visión común acerca del significado o impacto que ha tener la expresión pública de las creencias, la cual varía según el tiempo y el contexto. Eso explica, a juicio del Tribunal, por qué las normas difieren de un Estado a otro, conforme a las tradiciones nacionales y a las exigencias impuestas por la necesidad de proteger los derechos y las libertades de los demás y de mantener el orden público en contextos jurídico-culturales muy concretos (Sentencia acerca del Asunto Leyla Sahin contra Turquía, de 10 de noviembre de 2005). De este modo se hace patente que la aplicación de la doctrina del margen de apreciación estatal se encuentra muy condicionada por la necesidad de atender a la singular «identidad constitucional» de los Estados Miembros. Identidad o tradición constitucional de la que, en algunos casos, se considera un elemento o rasgo constitutivo, ya la proclamación expresa de la confesionalidad estatal, ya la de la laicidad estatal, cuando no una peculiar concepción de la relaciones que han de existir en el Estado respectivo entre los poderes públicos y las comunidades religiosas que en él despliegan sus actividades. Se constata así, en el ámbito de aplicación del Convenio, la existencia, entre los Estados Miembros, de visiones divergentes, sino contrapuestas, en lo que toca a la determinación del alcance que ha de atribuirse a la libertad religiosa en la esfera pública, mas sin que ello afecte a la garantía del contenido esencial del derecho, materia ésta acerca de la que no cabe aceptar diferencias. No en vano, el Tribunal de Estrasburgo entiende que ese margen de apreciación estatal no puede llegar a traducirse en la supresión de un genuino pluralismo religioso, el cual ha de considerarse, en tanto que valor compartido por todos los Estados signatarios de la Convención, inherente al desenvolvimiento habitual de una sociedad democrática (Sentencia sobre el Asunto Bayatyan contra Armenia, de 7 de julio de 2011).

			A este respecto, el propio Tribunal de Estrasburgo arguye que la doctrina del margen de apreciación estatal tiene como premisa el entendimiento de que los instrumentos de protección de los derechos que brinda la Convención poseen un carácter fundamentalmente subsidiario, por lo que son las autoridades nacionales quienes se encuentran, en principio, mejor situadas, en tanto que más próximas que un tribunal de carácter internacional, para evaluar, en su debido contexto sociocultural, la situación acaecida que es objeto de disputa o litigio, teniendo bien presentes las diferentes opiniones y demandas existentes, y las propias políticas que los actores públicos desarrollan. De ahí la conveniencia de atribuir un amplio margen de apreciación a los Estados a la hora de decidir cuándo y con qué alcance es necesario restringir, en su caso, con las debidas garantías, el derecho a manifestar libremente, en la esfera pública, las creencias que se profesan. Por eso el Tribunal ha admitido que los Estados puedan, si así lo consideran oportuno, introducir limitaciones legales que afecten a sus funcionarios y a los usuarios de los servicios públicos cuando ambos colectivos deseen manifestar, a través de cualquier medio, sus creencias (Sentencia sobre el Asunto Ebrahimian contra Francia, de 26 de noviembre de 2015). De modo opuesto, la jurisprudencia del Tribunal de los Derechos Humanos ha estimado, invocando, asimismo, la discrecional doctrina del margen de apreciación, que un Estado, conforme al modelo constitucional que soberanamente ha asumido, puede hacer a una determinada confesión religiosa destinataria de un régimen especial, más favorable y, por tanto, diferenciado de las restantes, siempre y cuando ello no impida de antemano a las demás acceder en el futuro a un trato análogo (Sentencia acerca del Asunto Alujer Fernández y Caballero García contra España, de 14 de junio de 2001). De ahí que Estrasburgo considere legítimo y no disconforme con el Convenio que un Estado decida, por ejemplo, eximir a una concreta confesión religiosa de la obligación de inscribirse en el registro de entidades religiosas, reconociendo su personalidad jurídica «ex lege» (Sentencia sobre el Asunto Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara y otros contra Bulgaria, de 22 de enero de 2009). O que, asimismo, un Estado alegue razones legítimas, fundadas en su identidad constitucional, para justificar un trato distinto a las diferentes comunidades religiosas, ofreciéndoles formas de cooperación de desigual intensidad (Sentencia acerca del Asunto Izzettin Dogan y otros contra Turquía, de 26 de julio de 2016).

			Del mismo modo, apelando a la doctrina sobre el margen de apreciación, el Tribunal ha considerado no disconforme con el Convenio de Roma que un Estado pueda delegar la realización de funciones y tareas públicas en una o varias organizaciones religiosas, previendo su correspondiente financiación (Sentencia referida al Asunto Bruno contra Suecia, de 28 de agosto de 2001). Asimismo, se ha considerado que no existe discriminación por el hecho de que una confesión religiosa no pueda beneficiarse de la exención tributaria de la que sí goza otra organización religiosa que la convino previamente con el Estado, mediante la firma expresa de un acuerdo al respecto, el cual implica obligaciones recíprocas (Decisión de la Comisión sobre el Asunto Iglesia Bautista «El Salvador» y Ortega Moratilla contra España, de 11 de enero de 1992). Este mismo argumento sirve para convalidar la decisión de aquellos Estados signatarios de facilitar el pago de un específico «impuesto religioso», o de asignar una cierta proporción del impuesto sobre la renta, a sólo algunas confesiones con quienes lo haya expresamente convenido (Sentencia sobre el Asunto Wasmuth contra Alemania, de 17 de febrero de 2011).

			En suma, la Convención Europea de los Derechos Humanos y la jurisprudencia que, en aplicación del artículo 9 y preceptos concordantes, emana del Tribunal de Estrasburgo, ha establecido una sólida doctrina acerca del contenido esencial de la vertiente o dimensión religiosa de la libertad de pensamiento, conciencia y religión. A tal fin, a modo de garantía, ha insistido en la exigencia de que los Estados signatarios guarden la debida neutralidad en relación con las expresiones públicas del referido derecho. Así, no deberán interferir las manifestaciones legítimas de aquél, debiendo, en todo caso, favorecer su realización efectiva. Dicha doctrina acoge los distintos sistemas de relación Iglesia-Estado, apelando, a esos efectos, a la doctrina del margen de apreciación estatal. De ese modo, el Tribunal de Estrasburgo propende a validar aquellas decisiones y actuaciones de los Estados que derivan del reconocimiento constitucional de regímenes de confesionalidad, separación estricta, y cooperación con las distintas comunidades religiosas, renunciando, de esa forma, a fijar una doctrina uniforme en la materia. Asume así las distintas tradiciones constitucionales existentes, en el marco de un diversificado sistema multinivel de garantía de los derechos, consciente de que los instrumentos de reconocimiento y protección que brinda la Convención poseen un carácter fundamentalmente subsidiario. De ahí que entienda que hayan de ser las autoridades nacionales quienes, dada su mayor cercanía al objeto del litigio, se encuentren, en principio, en mejor situación para valorarlo. Por tanto, salvo que se demuestre que aquéllas han incurrido en excesos, restringiendo o promocionando más allá de los admisible el ejercicio del derecho, en detrimento de otros igualmente reconocidos o de bienes jurídicos merecedores de la máxima protección, se estima que habrán de ser los Estados quienes determinen preferentemente el alcance que ha de tener el derecho a manifestar libremente las creencias que profesan los individuos y las comunidades en la esfera pública.

			1.3. El ámbito de la Unión Europea

			La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, que goza del mismo valor jurídico que los Tratados, al ver garantizado su carácter vinculante a partir de la entrada en vigor de la importante reforma de aquéllos aprobada en 2007, reconoce la libertad de pensamiento, conciencia y religión en su artículo 10. Establece así, en el marco europeo, un nivel de garantía supranacional del derecho referido a un ámbito propio y autónomo de aplicación, que se agrega al ya creado por el Convenio Europeo de los Derechos Humanos y al dispuesto en los diferentes Estados miembros. De ese modo, a fin de mostrar la coexistencia de los distintos niveles de protección indicados, la Carta se remite a dicho Convenio, en aras de dotar a los derechos que declara de un «sentido y alcance […] iguales» a los que les confiere aquél (art. 52.3). Y, asimismo, al reconocer los «derechos resultantes de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros de la Unión», ordena que los derechos que enuncia se interpreten en armonía con esas tradiciones (art. 52.4). A su vez, la Carta formula una importante reserva, al ordenar que se acoja el nivel más elevado de garantía previsto, en su caso, en las Constituciones de los Estados miembros, una vez comprobada la aceptación, por parte de éstos, del grado, mínimo y básico, de protección contenido en la propia Carta (art. 53). Se pretende así evitar que los enunciados en ella incluidos, como el que reconoce la referida libertad fundamental, puedan suponer, en la medida que fuere, una potencial e indeseable reducción del estándar de tutela del que ya disfrutan, hasta ese momento, los ciudadanos europeos. No obstante, las tradiciones constitucionales, del mismo modo que sucede con los pronunciamientos del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, cuando éste interpreta y aplica el Convenio de Roma, no imponen al Tribunal de Justicia de la Unión una protección basada, ni en el mínimo común denominador de los Estados miembros, ni la asunción de un estándar análogo al que ofrece el órgano jurisdiccional de Estrasburgo. Más bien ambos instrumentos constituyen, tan solo, referencias útiles de las que aquél puede extraer, con plena autonomía, indicaciones para conformar su propio criterio, que será siempre el que, a su juicio, mejor se adecue a los objetivos de la Unión. Viene así, en definitiva, a constatarse que los derechos y libertades en el ordenamiento europeo han de ser observados y respetados, tanto por las instituciones europeas en su labor constante de creación y aplicación del Derecho, como, también, por los Estados miembros al ejecutar el Derecho de la Unión. Se configuran así como fuentes del Derecho europeo, cuya vulneración puede ser sancionada por el Tribunal de Justicia a través de los mecanismos jurisdiccionales previstos en los Tratados constitutivos. En consecuencia, la afectación lesiva de esa libertad fundamental podrá ser reparada por los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros y por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en este caso a través de los medios impugnatorios previstos en los Tratados constitutivos. En tal sentido, las vías, necesariamente indirectas, de acceso al Tribunal de Justicia no son otras que el recurso de anulación (arts. 263-264 TFUE); la excepción de ilegalidad (art. 277 TFUE) y, sobre todo, la cuestión prejudicial (art. 267 TFUE), las cuales se circunscriben únicamente a las materias sobre las que el Tribunal de Justicia extiende su jurisdicción

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			2. RELEVANCIA JURÍDICO-SUBJETIVA DEL INTERÉS RELIGIOSO. LA TITULARIDAD DEL DERECHO

			
			2.1. La dimensión individual. Especial referencia a la problemática que afecta a los extranjeros y a los menores

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			2.2. La dimensión colectiva. El estatus de las confesiones religiosas. Especial referencia al régimen jurídico extraordinario que asiste a la Iglesia católica

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3. LOS LÍMITES DEL DERECHO FUNDAMENTAL
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